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			«Si en el PSOE presentamos a una cabra de candidato, gana la cabra.»


			Alfonso Guerra, en algunos momentos de las décadas de los ochenta y noventa del siglo pasado.


		




		

			Una introducción


			El objeto de este libro es el cambio político en el Gobierno andaluz. Andalucía estrenó el primer Parlamento de su historia el 21 de junio de 1982. Desde entonces y hasta las elecciones autonómicas del 2 de diciembre de 2018, un mismo partido, el PSOE, ha estado gobernando la comunidad más poblada de España, una región situada al sur de Europa donde viven 8,4 millones de personas, una población similar a la de Austria, mayor que la de Chequia y tres millones menor a la de Portugal. Este libro es una interpretación de las causas que han provocado este cambio, que se ha materializado en modo de un Gobierno de coalición formado por el PP y Ciudadanos, con la ayuda externa de Vox desde el Parlamento. Pero también es un análisis de las circunstancias que hicieron posible esa perennidad socialista. No es un relato de la caída del PSOE andaluz ni la cronología narrada de estos últimos cuarenta años, pero al lector no se le escapará que ha sido escrito por un periodista en forma de crónica reflexionada.


			Los capítulos que lo componen se pueden leer de modo independiente, menos el primero, que parte de la noche electoral del 2 de diciembre y aborda otro cambio, el de la propia Andalucía, en los últimos cuarenta años. 


			El segundo aborda las razones de la identificación de una buena parte de la sociedad andaluza con el Partido Socialista y los motivos que llevaron al presidente Manuel Chaves a iniciar un relevo que tuvo a José Antonio Griñán como eslabón y a Susana Díaz como hito final y, por este motivo, fracasado. 


			El accidentado mandato de Griñán es el objeto del tercer capítulo, y el cuarto se centra en Susana Díaz, una joven sevillana que en pocos meses se convirtió en un seguro para muchos poderes en España, pero que fracasó de modo tan rápido al crecimiento de esta fama.


			El viaje de la derecha andaluza hacia el centro es el objeto del quinto capítulo, donde se narran las diferencias entre la victoria del presidente actual, Juan Manuel Moreno, y la que obtuvo otro líder del PP, Javier Arenas, en las urnas en el año 2012. Se trata de un camino donde se encontraron unas posiciones políticas más suaves que las de la Transición, acordes con el propio desplazamiento de la sociedad andaluza, empujada hacia el centro por unas clases medias urbanas muy poderosas en tamaño.


			Los partidarios del cambio político encontraron en las últimas elecciones tres partidos situados a la derecha del PSOE que se conjuraron en la campaña para acabar con el ciclo socialista. Uno de ellos, Vox, ha conseguido en Andalucía su primera representación parlamentaria. Después han venido los éxitos en las elecciones generales y, nueva ronda, en las europeas. A esto se le dedica el sexto capítulo. 


			La corrupción generada por el PSOE en sus cuatro décadas de gobierno es analizado en el séptimo capítulo, así como la supuesta existencia de un régimen clientelar al que se señaló como el sostén del apoyo electoral. Finaliza con un relato del Gobierno actual de la Junta de Andalucía, así como del cambio material del poder de un solo partido a otras dos formaciones.


			Al lector le vendrá bien para comprender este libro que la historia autonómica puede esquematizarse en tres períodos: 


			—	El primero, entre 1978 y 1990, que es de construcción de la administración de la Junta de Andalucía, y que llega hasta que el presidente José Rodríguez de la Borbolla es sustituido por Manuel Chaves como candidato en unas elecciones autonómicas. Son los años en los que se asumieron las principales competencias en materia de sanidad y de educación. 


			—	Le siguen los 19 años de la Presidencia de Manuel Chaves, hasta 2009, durante los cuales el PSOE se convierte en el gran partido andaluz, al mando de una potente administración con terminales políticas en todos los municipios y comarcas andaluzas. 


			—	A Chaves le siguen otros diez años, muy convulsos en lo económico y en lo político, durante el que se alternan dos presidentes: José Antonio Griñán y Susana Díaz. Construcción de un autogobierno, consolidación del poder de un partido al frente de ello y decadencia. 


			La andadura se inició unos años antes de la constitución del Parlamento, con la elección del socialista Plácido Fernández-Viagas en 1978 como presidente de una junta preautonómica, puesto que ocuparía después Rafael Escuredo, quien sería en 1982 el primer presidente andaluz electo en las urnas. En estos cuarenta años, la Junta de Andalucía pasó de ser poco más que un despacho del presidente y varios colaboradores a una administración con 270.101 empleados y un presupuesto anual de 36.495 millones de euros. 


			En muchas ocasiones, citaré lo sucedido al PSOE el 2 de diciembre como derrota. Aunque es cierto que fue el partido más votado, considerar esto una victoria solo llevaría a graves errores de entendimiento. En un sistema parlamentario pluripartidista el ganador es el candidato que obtiene más apoyos en la Cámara.


		




		

			1. Cuarenta años


			Cuarenta años son muchos en la vida de una persona. La mitad en el mejor de los casos, y solo para los habitantes de unos pocos países donde una combinación de un estilo de alimentación saludable y un sistema sanitario muy avanzado en lo social y en lo científico han permitido extender la esperanza de vida hasta los 80 años. España es uno de ellos. Cuarenta años también es una medida de tiempo político en España. Son los que duró la dictadura del general Francisco Franco si consideramos también los tres años de la Guerra Civil. Del 18 de julio de 1936, día del golpe militar, hasta el 20 de noviembre de 1975, fecha del fallecimiento del dictador. Todos los que nacimos en algún momento de este tramo histórico reconocemos esta medida: los cuarenta años. 


			Cuarenta años son demasiados para que el poder resida en una misma persona o en un mismo partido. Cuarenta años es la mitad de la vida de una persona y el tiempo que dura una dictadura. Cuando la nueva democracia echó a andar en 1977 lo hizo en un contexto económico desfavorable. El desempleo, casi inexistente durante el franquismo, y la inflación llegaron en el mismo paquete que el parlamentarismo. Y junto a estos dos jinetes, el del terrorismo y la gran novatada de las drogas que se llevó para siempre a muchas personas de mi generación. Cuando en octubre de 1982 el PSOE ganó en España sus primeras elecciones generales, el contexto económico era igual de malo, los Pactos de la Moncloa habían logrado embridar la inflación, y eso solo fue la primera medida de urgencia para estabilizar el país. El saneamiento del sector industrial que acometió el Gobierno de Felipe González poco después llevó a la desesperanza de muchos trabajadores. Pero se trataba de aguantar estas fiebres de un sarampión infantil antes de convertirnos en un país con unos niveles de bienestar similares a los de los países del norte de Europa.


			«Franco había mandado durante cuarenta años; cuando estos lleven otros cuarenta, hablamos». Oí muchas veces esta frase en esos tiempos en los que la desesperanza comenzaba a cundir. Para quienes vivíamos en el seno de familias que confiaban en ese cambio, Suecia era como un paraíso prometido, la liebre a la que había que seguir. Los socialdemócratas habían gobernado allí desde 1932 a 1976. De nuevo la cifra de los cuarenta años. Son necesarias cuatro décadas para cambiar un país. A mejor o a peor, pero es una medida excelente para evaluar un sistema político y un tramo extraordinario, por inusual, para un mismo partido.


			El PSOE ha gobernado Andalucía desde 1982 a 2018. Las elecciones para elegir el primer Parlamento andaluz de la historia se celebraron en marzo de 1982, pero antes hubo un período de preautonomía de cuatro años que tuvo a dos presidentes socialistas, Plácido Fernández Viagas y Rafael Escuredo. Otras cuatro décadas. Andalucía no es un país, es una comunidad autónoma donde sus Gobiernos no tienen mando sobre todas las políticas, pero durante mucho tiempo el PSOE gobernó a la vez la región y España. De algún modo, ese Estado del bienestar que se comenzó a construir en el país poco después de mediado el siglo xx prosiguió porque la alternancia, el Partido Popular, nunca lo puso en duda. Si algo lo ha golpeado, son las crisis económicas. Hasta ahora, ningún partido ha propuesto abandonar el modelo.


			La alusión a los cuarenta años ha sido permanente durante la última campaña electoral en Andalucía. Cuarenta años del PSOE ya han sido demasiados. Este ha sido el lema subyacente que han compartido los tres partidos de la oposición a los socialistas que han conseguido formar Gobierno en 2019. El PP aspiraba al cambio desde sus difíciles comienzos como Alianza Popular; Ciudadanos se presentó a las elecciones con la promesa de que nunca volvería a apuntalar un presidente socialista; y Vox irrumpió como el último recurso para quienes aspiraban a una alternancia radical, sin concesiones, casi de desesperación. Por eso, en cuanto en la noche electoral del 2 de diciembre de 2018 se conoció que los tres partidos de la derecha y del centro derecha sumaban 59 escaños, cuatro por encima de la mayoría absoluta, también se supo que habría un Gobierno de cambio. 


			Era inevitable, inexorable, como la caída de la manzana. Las objeciones que se le pudieran hacer a Vox, la nueva formación de ultraderecha, eran diminutas en comparación con la voluntad de quienes comparten la expresión de que era demasiado tiempo para un mismo partido. Pero la medida de las cuatro décadas no solo nos permite comprender el hartazgo político que está detrás de la derrota socialista, sino que nos sirven para evaluar la efectividad de las políticas del bienestar aplicadas por un partido que no ha tenido más limitaciones para implantarlas que las propias de la economía de libre mercado, a la que nunca ha cuestionado, y las constitucionales.


			Este es un libro personal, fruto de una experiencia vital y de una trayectoria profesional como periodista, pero subjetivo. Quizás haya demasiadas alusiones a este observador, al cómo vivimos en segunda persona del plural los acontecimientos, pero creo que la impresión que trata de relatar ha sido compartida por una mayoría de andaluces. No se pretende demostrar una verdad, tampoco hay una nota evaluadora para un período histórico, pero sí una tesis, entendida como una propuesta de interpretación. 


			Andalucía ya no era tan diferente


			Al Partido Socialista se le fue agotando el impulso del cambio con el que irrumpió en la década de los ochenta a medida que iba culminando esa transformación, que no era otra que la de la disminución de las diferencias sociales y económicas que los andaluces padecían entre ellos mismos y con el resto de España desde finales del siglo xix. La singularidad andaluza ha sido esta desigualdad, éramos diferentes. Así es como lo vieron los viajeros románticos europeos, un territorio aún ignoto, casi oriental, y así se siguió concibiendo por la intelectualidad española hasta bien entrado el siglo xx; pero, donde los primeros disfrutaban de los amoríos entre bandoleros y sirvientas, los otros describían a un pueblo que en su sabiduría había prescindido de las formas de vida de la sociedad industrial. 


			El precio era el atraso económico y, con ello, la pobreza en el campo, el analfabetismo y la debilidad de la clase media, una capa delgadísima entre la masa jornalera y el rico terrateniente. No es que el resto de España fuese Suecia, pero lo que pesaba sobre Andalucía, el rasgo distintivo, era esa desigualdad. A medida que ese salto nivelador se producía o que, al menos, corríamos a la misma velocidad que el resto de los españoles —lo que nos ha dejado siempre en una posición de retraso pero ya asumible—, los Gobiernos socialistas intentaban estirar su propuesta de cambio. Esto les funcionó durante algún tiempo, pero finalmente el mecanismo se agotó porque el potencial causado por las diferencias —y hablamos en términos físicos— ya no causaba el movimiento. En cierto modo, el PSOE andaluz ha practicado un nacionalismo inverso, que ha buscado la integración en España por igualación, pero que se ha sustentado en una identidad colectiva de un pueblo que se reconocía a sí mismo por ser, negativamente, diferente.


			El primer presidente preautonómico, Plácido Fernández Viagas, era un socialista ortodoxo, un jacobino, un magistrado respetado y respetuoso con la misión que se le había encargado: convencer a los ocho presidentes de las diputaciones para poner en marcha la vía autonómica. Le sucedió, por imposición, Rafael Escuredo, que abrazó por convicción la bandera blanca y verde de Blas Infante, que introdujo el andalucismo en la base ideológica de este socialismo del sur y que fulminó, hábilmente, a los competidores del Partido Socialista de Andalucía (PSA), luego PA. Es cierto que el PSOE patrimonializó la aventura autonómica de Andalucía, pero tanto por apropiación como por los errores de los demás. Los siguientes presidentes, José Rodríguez de la Borbolla y Manuel Chaves, fueron andalucistas por pragmatismo. José Antonio Griñán, como Fernández Viagas, no lo fue, y Susana Díaz lo es porque ha nacido en una generación que lo vive de modo natural.


			El otro componente del socialismo del sur ha sido la centralidad. Una vez que el PSOE vivió las elecciones generales de 1979 como un fracaso por no alcanzar a la UCD, Felipe González se desprendió del marxismo y de sus retóricas, y en Andalucía la radicalidad del irredentismo jornalero se dejó para otros partidos de izquierdas nucleados en torno al PCE. La reforma agraria olvidó con Rafael Escuredo. 


			A un cambio que se ha ido agotando al cumplir sus propios objetivos, se ha unido el inherente desgaste del poder practicado por un mismo partido. La acumulación de vicios durante tantos años, los casos de corrupción, la red clientelar y el acomodo de una pléyade de dirigentes acostumbrados a vivir a costa de las instituciones era un conjunto de elementos que eran conocidos desde mucho tiempo atrás, pero que de algún modo eran soportados porque el motor todavía avanzaba, aunque a trompicones. Y a estos factores, que son habituales en otros partidos que también han estado demasiado tiempo en los Gobiernos autonómicos, como el PNV en Euskadi y CiU en Cataluña, se suma otro que no es menor y que entronca con el hecho diferencial andaluz: el desempleo, causado por la incapacidad del tejido productivo para dar trabajo a una parte aceptable de la población activa. Esto es algo de lo que los andaluces no se han librado desde el siglo xix, cuando el modelo de producción agraria se reveló insuficiente para satisfacer la propia vida de muchos andaluces.


			No es casual que el mayor caso de corrupción en el que ha incurrido el PSOE, el de los ERE, esté relacionado con el empleo, porque esta es la necesidad no cubierta, no ha existido ni un problema de financiación ilegal de un partido ni una fuga de millones a una cuenta en Suiza o en Andorra. El desempleo es vivido como una suerte de maldición bíblica. Si muchos se afiliaban al PSOE o a las Juventudes Socialistas no era para enriquecerse, sino para garantizarse una buena ocupación de por vida.


			Entonces, si esto es así, si aún cabe hablar de cierto atraso económico andaluz, ¿qué ha cambiado? ¿Qué explica la larga duración de los Gobiernos socialistas?


			Todo, cambió todo


			El peso del desempleo se ha sobrellevado porque se creó un sistema que aliviaba la situación de penuria en la que aún vivía Andalucía en la década de setenta del siglo pasado. Gracias a una educación pública y gratuita —que no es excelente pero sí muy equitativa—, a un más que aceptable sistema de salud y a unos subsidios que ejercían de red de seguridad en caso de caída e, incluso, como modelo de supervivencia durante lustros, Andalucía desarrolló lo que el sociólogo Manuel Pérez Yruela ha llamado la paradoja de la satisfacción. Hasta la crisis de 2008, los andaluces mostraban un alto nivel de satisfacción con la vida en general. Aun siendo conscientes de los problemas no resueltos, el grado de desarrollo de la comunidad respecto a España, la consolidación de las políticas del Estado del bienestar y la satisfacción con un estilo de vida personal les llevaba a bloquear una reflexión crítica con lo que estaba sucediendo.


			La gran recesión vivida a partir de 2008 dio al traste con ello. Visto ahora, el cambio político ha sido inevitable por esta circunstancia. La paradoja de la satisfacción no ha sido igual de intensa en todos los casos. Hubo una parte de la población, formada por las clases medias y altas, profesionales y funcionarios residentes en zonas urbanas, que ha relativizado este éxito y que ha condicionado su apoyo a que el sistema siga solucionando los problemas. Y hay una parte de andaluces que siempre se han sentido desesperanzados, caso de los parados de larga duración. Pero la percepción mayoritaria era de valoración positiva de un cambio que se había sentido en la propia ascensión social de muchas de estas familias. El primer grupo fue aumentando —en especial desde el período de 1994 a 2018—, el segundo engrosó con la crisis y el tercero menguó por traslación a los dos anteriores o por cansancio. 


			El deterioro de los servicios públicos ha sido sustancial. A las cinco semanas de formar el nuevo Gobierno, el PP hizo público que en las listas de espera del Servicio Andaluz de Salud (SAS) había 500.000 pacientes más de lo que el Ejecutivo de Susana Díaz había reconocido ante el Ministerio de Sanidad. El Gobierno socialista no había escondido a estos pacientes, sino que informaba al ministerio del número de personas que se encontraban esperando una consulta o una intervención quirúrgica de acuerdo con unos criterios prefijados. Pero esa no es la polémica. No se trata de saber si los anteriores dirigentes mintieron o no, sino que 800.000 andaluces estaban esperando a ser atendidos en lo que se ha llamado muchas veces la joya de la corona. Es mucho, demasiado, el 10% de la población estaba en esa situación y no importaba, ni era necesario saber, si su caso estaba contabilizado en los datos oficiales. 


			En el año 2011 el 14,6% de la población andaluza contaba con una tarjeta sanitaria de un seguro privado; en 2017 se llegó al 18%. 92.000 personas más buscaron refugio en estas aseguradoras, que ya asisten a 1,8 millones de andaluces. El desgaste causado por el tiempo es inevitable, el de la administración de los servicios es propio. 


			Al deterioro económico también se le ha sumado el político.


			El Índice Europeo de Calidad de Gobierno (EQI), que elabora la Universidad de Gotemburgo para la Comisión Europea, situaba al Ejecutivo andaluz en 2018 en muy mala situación. De los 202 Gobiernos analizados, estaba en el puesto 154, al mismo nivel que las regiones del centro de Italia y solo algo mejor que las del sur, las griegas y el conjunto de las balcánicas. Y la peor de España. Este índice, que se elabora considerando la efectividad de las políticas públicas, la imparcialidad del Gobierno y el nivel de corrupción, no siempre fue tan desfavorable para Andalucía. En 2013 fue aceptable, algo mejor que otras comunidades españolas.


			El deterioro en estos tres asuntos ha sido visible. Andalucía también dejó de converger con España en términos de renta a partir de 2009 después de un largo período de acercamiento de nueve años, pero el patrón andaluz ha seguido siendo el mismo. En tiempos de bonanza económica, la región crece a mayor velocidad que el resto; cuando llegan las crisis, se deteriora más hasta en términos relativos, con causa precisamente en la pérdida masiva de empleo. 


			El electorado favorable al cambio y el conservador han permanecido en un equilibrio inestable desde la segunda década del siglo xxi, digamos que desde el año 2010. Los populares ganaban grandes, medianas y pequeñas alcaldías y algunas elecciones generales, incluso unas autonómicas, las de 2012, aunque de modo insuficiente; pero lo cierto es que la balanza no se inclinó definitivamente hasta 2018. Durante ese tiempo, se han buscado razones políticas no siempre correctas y muchas veces burdas, sin matices, a brochazos, como la que adjudicaba la resistencia al cambio a una indolencia genética del andaluz, una característica del carácter que ya habría observado Ortega y Gasset en su Teoría de Andalucía cuando apreció que sus paisanos del sur no se esforzaban para vivir, sino que vivían para no esforzarse.


			A esta indolencia, milenaria según Ortega —aunque desapareció de la noche a la mañana un día de diciembre de 2018— hay que sumar la teoría del régimen clientelar, según la cual los Gobiernos socialistas pagaban para conseguir votos y la gente le devolvía el dinero pagando en las urnas con papeletas. Sin ser del todo falsas, ni la de Ortega ni la del régimen, estas dos explicaciones pecan al reducir a los andaluces, algo más de ocho millones de personas, a un único andaluz prototípico. Al paniaguado. Y aun así se han seguido utilizando por periodistas, políticos e intelectuales para apaciguar su propia desesperación personal ante un cambio político que no llegaba. Son los mismos que se han sentido decepcionados, solo varios meses más tarde y después de 40 años de espera, del escaso vigor con el que el Gobierno de coalición formado por PP y Ciudadanos ha echado a los últimos altos y medios cargos socialistas de la administración de la Junta. 


			Un cambio diferente


			El cambio llegó a Andalucía el 2 de diciembre de 2018. Con una aparente nocturnidad, casi sin avisar, sin que ninguno de los sondeos electorales publicados acertase a adelantar que una futura coalición de partidos de derechas podría desalojar al PSOE de la Presidencia de la Junta. A excepción de Baviera, la alternancia ha sido una de las características de las biografías parlamentaria regionales en toda Europa, pero a diferencia del riquísimo lander alemán, Andalucía es uno de los territorios más pobres y de mayor tasa de desempleo de la Unión Europea. 


			A medida que transcurría el siglo XXI, el equilibrio inestable entre los más conservadores y los partidarios de la alternancia ha ido desplazándose hacia estos últimos por una migración constante de apoyos desde el PSOE hacia PP, Podemos y Ciudadanos. El golpe definitivo, sin embargo, lo ha causado el cansancio de los electores socialistas, que ese día levantaron las manos y que decidieron apoyar el cambio sin cambiar el sentido de su voto. Una abstención tan masiva, que se calcula en unos 400.000 votantes socialistas, no es distraída, sino activa, consciente de lo que podía suceder. Ocurrió de la noche a la mañana, pero la ola de la alternancia venía desde muy lejos.


			El PP de Javier Arenas ganó las elecciones autonómicas en marzo de 2012, pero el cambio de diciembre de 2018 se ha producido de un modo muy diferente, con una derecha dividida y mediante la irrupción de un partido extremista y contrario a la ordenación territorial de la España de las autonomías. Si en 2012 Arenas arrastró a su partido hasta el centro izquierda en una operación que le llevó años de apertura a sectores históricamente distanciados de su partido, como el andalucismo, el feminismo y el sindicalismo, lo que le permitió ampliar su base electoral, esta vez el PP ha conseguido gobernar a pesar de la jibarización de sus apoyos. Si bien Ciudadanos y el Partido Popular que hoy lidera Juanma Moreno siguen situados en el mismo esquema social y liberal, Vox ha traído a la política andaluza una agenda no ya olvidada, sino que nunca existió: después de la derrota de la UCD en el referéndum de autonomía del 28 de febrero de 1980 ningún partido andaluz ha sido recentralizador. La derecha andaluza siempre ha sido, hasta ahora, políticamente correcta y andalucista.


			Javier Arenas obtuvo 50 escaños en marzo de 2012 del total de 109 que componen el Parlamento. Si no gobernó fue porque en la Cámara había solo tres partidos: el PP y, a su izquierda, PSOE e IU, que sumaban 59. Su sucesor, Juanma Moreno, bajó hasta los 33 parlamentarios en las elecciones de 2015 y a los 26 en las de 2018.


			El electorado tradicional de izquierda de los años noventa ha ido desplazándose hacia la derecha, a medida que la propia derecha iba cambiando, pero también se ha ido nutriendo con unas clases medias urbanas cada vez más numerosas. Mariano Rajoy ganó las elecciones generales en la comunidad en 2011 y en buena parte de sus capitales han gobernado durante décadas los alcaldes del PP, pero en 2018 el apoyo al cambio se repartió entre dos formaciones más, una de ellas de doctrina liberal, Ciudadanos, pero la otra, Vox, de carácter ultranacionalista (español), negacionista del éxito autonómico y acompañada de un discurso radical, feroz contra las organizaciones feministas.


			Por primera vez en la historia autonómica, el voto de los partidos de la derecha superó a los de izquierda —1,8 millones frente a 1,6 millones—, una ventaja que llevaba de modo inexorable a la alternancia en el Gobierno de la Junta. El cambio se retrasó, pero también se produjo de este modo tan distinto. Casi 400.000 andaluces votaron a una formación españolista, defensora de los toros y la Semana Santa, virulentamente contraria al feminismo y cuyo líder nacional, Santiago Abascal, inició la campaña electoral a lomos de un caballo y acompañado por el torero Morante de la Puebla; es decir, sin miedo, sin ocultación de una estética emparentada con la del desaparecido señorito andaluz.


			Con sus 26 escaños, el PP de Moreno, apoyado por los 21 de Ciudadanos, ha podido formar un Gobierno de coalición que recibe la asistencia parlamentaria de Vox desde fuera del círculo del Palacio de San Telmo. Junto a Moreno, Ciudadanos ha colocado a un vicepresidente, el sanluqueño Juan Marín, que a diferencia de otros predecesores en gobiernos de coalición, ha logrado quedarse en San Telmo. No es una formalidad, es todo un símbolo. Cuando Manuel Chaves gobernó en coalición con los andalucistas y José Antonio Griñán con Izquierda Unida, los consejeros del otro partido siempre estuvieron lejos de este antiguo palacio de los Montpensier, incluido Diego Valderas, que fue vicepresidente de la Junta. 


			Los que no están en el Gobierno, porque ni lo reclamaron, son los parlamentarios de Vox. Pero si este partido fue uno de los hechos sorpresivos de esa noche, no lo fue menos el derrumbe del PSOE, que de 40 escaños pasó a 33 con una cabeza de cartel cuya principal virtud era la popularidad: Susana Díaz.


			El dato más esclarecedor de la caída socialista es que el 20% de los abstencionistas eran electores del PSOE. Ni hubo un trasvase de lealtades ni se benefició la marca de Podemos, que concurrió junto con IU bajo la marca Adelante Andalucía: simplemente, se abstuvieron, lo que debiera ser más doloroso para los dirigentes del PSOE.


			Como ya ocurrió en 2015, Susana Díaz había adelantado la fecha de las elecciones. Lo hizo en 2018 por la misma razón, aunque de un modo menos descarado: para obtener un mayor beneficio. En 2015 utilizó una desavenencia con IU, su anterior socio, para adelantar los comicios y soslayar el efecto de Podemos, que entonces era un partido en construcción, pero erró al no contemplar a Ciudadanos: obtuvo el mismo resultado que su antecesor, José Antonio Griñán: 49 escaños. Y en 2018 erró con Vox y con los suyos.


			La estrategia inicial del PSOE fue la de tratar de no movilizar al electorado del cambio, con una campaña de bajo nivel, sin grandes mítines, sin presencia de ministros y sin apenas intervención de otros dirigentes que no fuesen Susana Díaz. Así lo trasmitió el núcleo de confianza a quienes en las provincias estaban asombrados de la atonía de la campaña. «No os equivoquéis», les aconsejaban. Los sondeos electorales tampoco apuntaban a otros escenarios, la sustancia de los comicios iba a estar en la pugna por el liderazgo entre el PP y Ciudadanos. No obstante, el equipo de Presidencia debió estar atento a otros avisos que no habían pasado desapercibidos para nadie. 


			El último Estudio General de Opinión Pública Andaluza (EGOPA), de la Universidad de Granada, tenía que haber provocado en Susana Díaz una inquietud que fue soslayada. Era febrero de 2018, y las tripas de la encuesta y los indicadores cualitativos mostraban una voluntad de cambio político de los andaluces y una popularidad de la dirigente socialista que solo se debía a la buena nota que le otorgaban los electores de derecha, incluidos los de extrema derecha. La presidenta había liderado dentro del PSOE federal el frente contra la investidura de Pedro Sánchez en alianza con los nacionalistas catalanes. En este debate, ella había asumido el liderazgo del PSOE más españolista y menos proclive a los devaneos nacionalistas del PSC.


			Pero Susana Díaz no era ya una presidenta popular entre el electorado de izquierda. Felipe González, a quien Díaz sigue consultando aún hoy, centró al PSOE, pero dejó bien cubierto el flanco izquierdo. La expresidenta se desplazó hacia la derecha, donde iban a surgir dos nuevos partidos, sin cultivar de modo efectivo ni a la izquierda radical ni a los propios. Si la mayoría del cambio no se expresaba porque tampoco confiaba en el PP, ahora iba a encontrar, no una, sino dos casillas alternativas. 


			Esto es algo que sus colaboradores y ella misma tampoco quisieron ver, a pesar de que habían sido avisados a gritos. En una de esas comparaciones que tanto gustan entre los parlamentarios socialistas, uno de los más ingeniosos explicaba que la presidenta era la gran jefa india del PSOE andaluz y nacional, pero un día descubrieron que en su corona no tocaba ni una pluma. Nunca había ganado nada.


			Hay varios factores, pues, que explican la derrota socialista: los efectos retardados de los recortes presupuestarios que comenzaron a partir del año 2008, el hartazgo hacia el mismo partido que gobernaba la comunidad desde hacía 40 años, el impacto de la política catalana de Pedro Sánchez y la propia figura de Susana Díaz. Todos ellos han sido imprescindibles para el cóctel. 


			La primera derrota de Susana


			La expresidenta había sido derrotada por los suyos, por los militantes socialistas, en las elecciones primarias de mayo de 2017 para elegir secretario general. Ese fue el primer gran error de la dirección susanista, no la derrota en sí, sino que ni la viesen venir ni se ocultasen en la operación de derribo contra Pedro Sánchez como líder del PSOE en octubre de 2016. Fueron los socialistas andaluces, todos leales a Susana Díaz, quienes sostuvieron el ariete para echar al secretario general por la paradójica razón de que impedía la investidura de Mariano Rajoy, presidente del PP. A excepción de la onubense María Luisa Faneca, todos los andaluces que formaban parte de la Ejecutiva federal dimitieron para forzar la salida, incluida la presidenta del partido, la jiennense Micaela Navarro, a pesar de que este cargo se ha ejercido siempre de modo casi honorífico y desde la moderación para limar los enfrentamientos entre partes.
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